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PLIEGO DE PRESCRIPCIONES TÉCNICAS DEL CONTRATO DE SERVICIOS DE EJECUCIÓN DE LAS PRESTACIONES CORRESPONDIENTES AL SERVICIO DE ASISTENCIA A LAS VICTIMAS (SAV)
El presente pliego contiene las pautas técnicas que han de regir la realización de las prestaciones correspondientes al Servicio de Asistencia a las Víctimas y la definición de sus calidades. 
El Servicio de Asistencia a las Víctimas SAV integra, junto con el Servicio Vasco de Gestión de Penas (SVGP) y el Servicio de Justicia Restaurativa (SJR,) los servicios de Cooperación con la Justicia, dependientes de la Dirección de Justicia del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales del Gobierno Vasco. 
El SAV es un servicio multidisciplinar y especializado de carácter público y gratuito, que ofrece información y asistencia a las personas de la Comunidad Autónoma del País Vasco afectadas por cualquier acto delictivo. El Servicio de Asistencia a las Víctimas prestará los servicios de asistencia y apoyo que corresponden a las Oficinas de Asistencia a las Víctimas según la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y el Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito.
Su objetivo general es prestar una atención y/o asistencia integral, coordinada y especializada, a las víctimas de delito y dar respuesta a sus necesidades en los ámbitos jurídico, psicológico y social mediante una intervención interdisciplinar de su equipo técnico.
 Entre los objetivos específicos, destacan:
· Prevenir todas las formas de victimización y promover las necesidades de protección de las víctimas de delitos en el ámbito procesal.
· Velar y promover los derechos de las víctimas recogidos en la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, con independencia de que sean parte en un proceso penal o hayan decidido o no ejercer algún tipo de acción, e incluso con anterioridad a la iniciación del proceso penal.
· Acercar la Justicia a la ciudadanía, mediante la actuación informadora y orientadora del SAV.
· Facilitar la colaboración, coordinación y derivación entre todos los organismos, instituciones y servicios que puedan estar implicados en la asistencia a víctimas, especialmente en el ámbito procesal.
· Paliar los efectos ocasionados en la persona que ha sido víctima del hecho delictivo (victimización primaria) y prevenir y disminuir los efectos que pudiera ocasionar el contacto de la víctima con las instituciones policiales y judiciales (victimización secundaria).
· Cuantos otros puedan determinarse en aplicación del Estatuto de la Víctima, regulado en la Ley 4/2015, de 27 de abril,  y en su reglamento de desarrollo. 
El SAV ofrece una intervención asistencial a las personas víctimas en los ámbitos psicológico, social y jurídico y se encarga, en su caso, de la posterior derivación de las víctimas a recursos y servicios especializados. Asimismo, ofrece una asistencia integral a las víctimas de cualquier delito y, por lo tanto, atiende a todas las necesidades que la persona requiera como consecuencia del acto delictivo, necesidades que se detectan tras la evaluación personalizada del problema, por lo que está compuesto por equipos multidisciplinares. 

1.- OBJETO DEL CONTRATO
Es objeto del contrato la ejecución de las prestaciones correspondientes al SAV que se encargará de prestar a las víctimas de cualquier delito toda la ayuda y asistencia requerida. 

2.- PRESTACIONES DEL SAV
 
2.1 PRESTACIONES DE CARÁCTER GENERAL 
El servicio de gestión de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito incluye las siguientes prestaciones que deben ofrecerse a las personas usuarias de acuerdo con los artículo 28 y 29 de la ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito y en los artículos 19, 20, 21, 22 y 23 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito, en concreto: 
1. La elaboración, en su caso, de planes de asistencia individualizados para la atención a las víctimas. 
2. La información a las víctimas, ofreciendo detalladamente, en un lenguaje asequible, cuáles son sus derechos y cómo ejercitarlos, sobre las diferentes cuestiones planteadas y, en concreto, sobre los derechos que le asisten, el lugar y modo de interposición de denuncias, las intervenciones terapéuticas y los recursos socio-sanitarios disponibles.
3. Información sobre el acceso a la justicia gratuita y asistencia para su solicitud. 
4. Asesoramiento sobre los derechos económicos relacionados con el proceso, en particular, sobre las ayudas por los daños causados por el delito y el procedimiento para reclamarlas, las ayudas económicas reguladas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual y en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección contra la Violencia de Género. El contratista deberá, a este respecto, orientar a la persona víctima sobre la elaboración de las solicitudes.
Ofrecer información y asesoramiento jurídico específico, principalmente, sobre el proceso judicial y la interposición de la denuncia.
5. El apoyo emocional a las víctimas y la asistencia terapéutica de las víctimas que lo precisen para crear un clima de confianza garantizando la asistencia psicológica adecuada para la superación de las consecuencias traumáticas del delito, recoger la información necesaria, realizar el diagnóstico y organizar el itinerario a desarrollar por la persona para su rehabilitación y recuperación.
Prestar la intervención psicológica para la recuperación de habilidades y herramientas pérdidas o diezmadas como consecuencia de la vivencia del delito y realizar el seguimiento de la evolución de la persona.
6. Evaluación y asesoramiento sobre las necesidades de la víctima y la forma de prevenir y evitar las consecuencias de la victimización primaria, reiterada y secundaria, la intimidación y las represalias. 
7. La elaboración de un plan de apoyo psicológico para las victimas vulnerables y en los casos en que se aplica la orden de protección. 
8. La información sobre los servicios especializados disponibles que puedan prestar asistencia a la víctima, a la vista de sus circunstancias personales y la naturaleza del delito de que pueda haber sido objeto. 
9. El acompañamiento de la víctima, a lo largo del proceso, a juicio si lo precisara y/o a las distintas instancias penales. 
10. La colaboración y la coordinación con los organismos, instituciones y servicios que pueden estar implicados en la asistencia a las víctimas: Judicatura, Fiscalía, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, Servicios Sociales, Servicios de Salud, asociaciones y organizaciones sin ánimo de lucro, sobre todo en los casos de víctimas vulnerables con alto riesgo de victimización. 
En concreto, en lo que a la colaboración con la Administración de Justicia se refiere, ésta consistirá, entre otras cuestiones, a la elaboración de informes, en la realización de actividades periciales y testificales y en la adopción de medidas de protección.
11. Valoración de las víctimas que precisen especiales medidas de protección con la finalidad de determinar qué medidas de protección, asistencia y apoyo deben ser prestadas, entre las que se podrán incluir: 
a) La prestación de apoyo o asistencia psicológica para afrontar los trastornos ocasionados por el delito, aplicando los métodos psicológicos más adecuados para la atención de cada víctima. 
b) El acompañamiento a juicio. 
c) La información sobre los recursos psicosociales y asistenciales disponibles y, si la víctima lo solicita, derivación a los mismos. 
d) Las medidas especiales de apoyo que puedan resultar necesarias cuando se trate de una víctima con necesidades especiales de protección. 
e) La derivación a servicios de apoyo especializados, que comprende tanto a las entidades públicas como privadas que permita continuar con el tratamiento bio-psico-social que precise la víctima.
12. La elaboración de informes de acuerdo con las normas científicas y de manera independiente. 
13. La difusión de su existencia y funciones a la sociedad en general y a determinados colectivos sociales especialmente vulnerables. 
14. La sensibilización de los colectivos y organismos que trabajan con víctimas, así como la promoción, organización y participación en las acciones formativas que consideren necesarias. 
15. La cooperación con estudios e investigaciones sobre diferentes aspectos de la victimización a partir de los resultados de la intervención de las Oficinas. 
16. El acercamiento de la justicia a la ciudadanía promoviendo la comprensión de sus actuaciones. 
17. La aplicación de las medidas de organización y gestión que faciliten el acceso rápido al servicio prestado, así como, la coordinación con otros entes e instituciones. En la aplicación de estas medidas primará la interdisciplinaridad y el principio de proximidad al ciudadano. 
18. La información sobre alternativas de resolución de conflictos con aplicación, en su caso, de la mediación y de otras medidas de justicia restaurativa. 
19. Recibir la comunicación de las resoluciones a las que se refiere el artículo 7.1 del Estatuto de la víctima del delito cuando la víctima haya hecho uso de la facultad prevista en el artículo 7.3 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito, y realizar las actuaciones de información y asistencia que en su caso resulten precisas.
 20. Informar y asesorar a diferentes profesionales que planteen consultas en relación con las prestaciones del SAV.
21. Notificar a la persona víctima cualquier tipo de excarcelación del victimario sujeto a medidas de alejamiento o medidas cautelares.
2.2. METODOLOGIA DEL SERVICIO
El SAV actuará conforme al siguiente procedimiento:
· Acogida y orientación : a través de una entrevista, presencial o telefónica.
·  Información y asesoramiento: Se dará la información que precisa a la víctima, adaptada a sus circunstancias y condiciones personales, a la naturaleza del delito cometido y a los daños y perjuicios sufridos.
· Intervención: será interdisciplinar, en las diferentes áreas de actuación (general, jurídica, psicológica y social). Se prestará a la víctima una asistencia integral y personalizada, acorde a sus necesidades. Se realizará una evaluación individual de la víctima que atenderá a las necesidades manifestadas por la víctima, así como su voluntad, y respetará plenamente la integridad física, mental y moral de la víctima, teniendo especialmente en consideración:
◦ Las características personales de la víctima, su situación, necesidades inmediatas, edad, género, discapacidad y nivel de madurez.
◦ La naturaleza del delito y la gravedad de los perjuicios causados a la víctima, así como el riesgo de reiteración del delito.
◦ Las circunstancias del delito, en particular si se trata de delitos violentos.
Finalizada la evaluación individual se realizará un plan de atención único para cada una de las víctimas.
· Derivación y seguimiento: cuando las circunstancias del caso hagan necesario su abordaje y tratamiento específico desde otros recursos, se derivará a los que correspondan. El personal del equipo técnico realizará un seguimiento de los casos atendidos, especialmente de las víctimas más vulnerables. 

· Contacto coordinado con agentes que intervienen en el proceso, juzgados, fiscalía, policía, y administraciones competentes.

2.3. ACOMPAÑAMIENTO A JUICIO A VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO.

Sin perjuicio de que la determinación de las medidas de asistencia y apoyo que deben de ser prestadas a la víctima debe sustentarse en una valoración de sus circunstancias particulares especialmente en lo relativo a las circunstancias a las que se refiere el apartado 2 del artículo 23 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del delito, se ofrecerá, en todo caso, el acompañamiento a actuaciones judiciales a las víctimas de delitos de violencia de género.

	A los efectos de este contrato, la  violencia de género deberá entenderse en un sentido más amplio que el establecido en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género y en línea con el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, hecho en Estambul el 11 de mayo de 2011 que comprende tanto la violencia contra la mujer, entendido como una violación de los derechos humanos y una forma de discriminación contra las mujeres, que abarca todos los actos de violencia basados en el género que implican o pueden implicar para las mujeres daños o sufrimientos de naturaleza física, sexual, psicológica o económica, incluidas las amenazas de realizar dichos actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad, en la vida pública o privada como la violencia doméstica que incluye todos los actos de violencia física, sexual, psicológica o económica que se producen en la familia o en el hogar o entre cónyuges o parejas de hecho antiguos o actuales, independientemente de que el autor del delito comparta o haya compartido el mismo domicilio que la víctima.

2.4.  PROGRAMAS ESPECÍFICOS DE INTERVENCIÓN
La empresa contratista desarrollará programas específicos de intervención para colectivos de víctimas que requieran una intervención especializada y diferenciada del marco general de intervención, en los términos que, en su caso, se hubieran planteado en la oferta presentada.

2.5 COORDINAR Y COLABORAR CON EL CENTRO DE COORDINACIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER DE EUSKADI.
De conformidad con lo prevenido en la Orden de 31 de marzo de 2014 del Consejero de Administración Pública y Justicia, por la que se regula la estructura y funcionamiento del Centro de Coordinación de Violencia Contra la Mujer de Euskadi y Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica, el SAV deberá coordinar y colaborar con dicho centro de Coordinación.

	3.- EQUIPO TÉCNICO:

	El servicio requerirá, para la realización de las diversas tareas encomendadas, la colaboración de un equipo multidisciplinar que, necesariamente, habrá de estar integrado, como mínimo, por 21 profesionales distribuidos de la siguiente forma: 
	 
Bizkaia. Estará constituido, como mínimo, por un total de once (11) profesionales distribuidos  de la siguiente manera:

· Dos (2) administrativos.
· Tres (3) titulados en derecho / criminología.
· [bookmark: _GoBack]Cuatro (4) profesionales con titulación suficiente e idónea para las funciones en el ámbito de la asistencia social conforme a lo dispuesto en el artículo 23 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito.
· Dos (2) titulados en psicología. 

El equipo asignado a Bizkaia estará distribuido entre las sedes de Bilbao y Barakaldo, de forma tal que habrá  diez (10 )efectivos en la sede Bilbao y un (1) efectivo en la sede de Barakaldo.

Gipuzkoa. Estará constituido, como mínimo, por un total de cinco (5) profesionales:

· Un (1) administrativo.
· Un (1) titulado en derecho / criminología.
· Dos (2) profesionales con titulación suficiente e idónea para las funciones en el ámbito de la asistencia social conforme a lo dispuesto en el artículo 23 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito.
· Un (1) titulado en psicología. 


	Araba. Estará constituido, como mínimo, por un total de cinco (5) profesionales:

· Un (1) administrativo.
· Un (1) titulado en derecho / criminología.
· Dos (2) profesionales con titulación suficiente e idónea para las funciones en el ámbito de la asistencia social conforme a lo dispuesto en el artículo 23 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito.
· Un (1) titulado en psicología. 

Como mínimo, 3 profesionales tienen que tener conocimientos específicos en derecho penal, en victimología e igualdad de género debidamente acreditados.

En todo caso, al objeto de garantizar la composición multidisciplinar del equipo técnico del servicio, además del personal arriba detallado con carácter mínimo e independientemente de los profesionales responsables de realizar las funciones administrativas, el resto de personal a adscribir deberá contar con titulación en derecho, psicología o titulación suficiente e idónea para las funciones en el ámbito de la asistencia social conforme a lo dispuesto en el artículo 23 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito.

La adjudicataria deberá designar a un miembro del equipo de trabajo como  COORDINADOR/A DEL SERVICIO, quien además de realizar las funciones propias del puesto que ocupe, se responsabilizará de las funciones que se detallan en la cláusula 5 de este pliego de prescripciones técnicas.

Tanto la asistencia jurídica como la asistencia psicológica y social a la que se refieren los artículos 21, 22 y 23 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito será prestada respectivamente por personal titulado en derecho,  psicología y  titulación suficiente e idónea para las funciones en el ámbito de la asistencia social conforme a lo dispuesto en el artículo 23 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito.

En aras a garantizar un servicio bilingüe, al menos un tercio del personal adscrito en cada uno de los Territorios Históricos deberá contar con la titulación correspondiente al nivel C1 de Euskera del Marco Común Europeo de referencia para las Lenguas.

 4.- CONDICIONES OPERATIVAS

4.1.-Ubicación.

 Teniendo en cuenta los criterios que faciliten la atención a la víctima, entre los que está la cercanía a las sedes de los Jugados, Palacios de Justicia o Fiscalía, el contratista prestará el servicio en las dependencias judiciales del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales, habilitadas al efecto con las instalaciones y mobiliario necesario, con sede en las capitales de los tres Territorios Históricos (Bilbao, Donostia y Vitoria – Gasteiz) y en Barakaldo. 

La utilización de las oficinas por el adjudicatario tiene un mero carácter instrumental para la ejecución de este contrato y su utilización queda circunscrita a su vigencia, sin que pueda suponer derecho alguno sobre las mismas ni utilizarlas para otro fin distinto del previsto en este contrato y se comprometerá a mantener y cuidar las instalaciones y equipamientos en condiciones similares a las que presenta en el momento de su recepción.

Asimismo,  por razón de una mayor eficacia en el servicio contratado, se facilitarán los equipos informáticos, acceso a la aplicación informática del SAV y tarjetas de acceso a los palacios de Justicia correspondientes, por el tiempo de duración concreta del contrato. Una vez finalizada la vigencia del contrato, éstos deberán ser puestos a disposición de la Dirección de Justicia. 

4.2.- Horario del servicio.

El contratista deberá garantizar el siguiente horario de atención al público:

.-De lunes a viernes: de 9:00 horas a 14:00 horas.
.-Martes y miércoles: de 16:00 horas a 18:30 horas. 
.-Julio y agosto: de 9:00 horas a 14:30 horas.
	
	Asimismo, garantizará el cumplimiento del horario de tarde que, en su caso, hubiera ofertado.

	5 .- COORDINADOR DE SERVICIO 
El contratista designará un/a Coordinador/a del Servicio de entre el equipo técnico adscrito al servicio, que al que corresponderá el desempeño de las tareas indicadas en el punto 26.2.e) de las Condiciones Generales del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. 

	6.- RECURSOS INFORMÁTICOS
El equipo técnico tendrá acceso a la aplicación informática del Servicio de Asistencia a la Víctima del Gobierno Vasco que deberá utilizar con responsabilidad y confidencialidad, de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 y de la Ley Orgánica 3/18 de 5 de diciembre de protección de datos personales y garantía de derechos digitales.

7 .- DATOS E INFORMES:
El contratista pondrá a disposición del Departamento de Igualdad,  Justicia y Políticas Sociales los datos que le sean requeridos en cada momento sobre las actividades realizadas, el catálogo de recursos sociales existente y el número, situaciones y características de las personas atendidas. 
El contratista redactará cada trimestre un informe estadístico con los datos de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de cada Territorio Histórico, señalando el número de personas atendidas de acuerdo con la clasificación de situaciones que se determine en las reuniones periódicas a celebrar entre los representantes de la entidad adjudicataria y la Dirección de Justicia del Departamento de Administración Pública y Justicia tendentes a lograr la uniformidad en la recogida de datos, incluyéndose en los informes mencionados no solamente el número de casos atendidos, sino también toda la información necesaria para comprender la actividad realizada por el adjudicatario.
El contratista presentará, antes del 28 de febrero del año siguiente, memoria anual con la relación completa de datos estadísticos del ejercicio y la valoración de la actividad, haciendo constar, en su caso, las dificultades encontradas y la valoración de los datos, proponiendo las soluciones y modificaciones que se consideren adecuadas. Asimismo, se incluirán en documento separado propuestas de futuro. Esta Memoria se entregará a la Dirección de Justicia.
En la recopilación de los datos estadísticos se deberá incluir, al menos, la siguiente información: 
a) El número de víctimas que han solicitado asistencia y las asistidas, distinguiendo entre adultos y menores, y el sexo.
b) Tipo de víctima por delito sufrido.
c) Tipo de asistencia y actuaciones realizadas.
d) Las derivaciones principalmente las de la policía y de los letrados de la Administración de Justicia.
e) El número de víctimas que han sido derivadas a servicios de mediación.
9.- OTRAS OBLIGACIONES
- El contratista comunicará a la Dirección de Justicia para realizar cualquier intervención en representación del SAV (participación en foros y conferencias, relaciones con medios de comunicación, etc) para que, en su caso, se consensuen los términos de la misma. En todo caso se hará constar expresamente que, dicha intervención por parte del personal adscrito al servicio, se realiza en calidad de personal adscrito por la empresa contratista a la gestión del SAV, cuya responsabilidad corresponde al  Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales.
 - Será responsabilidad del contratista la supervisión y atención de las personas que vayan a realizar prácticas con la propia entidad, en las distintas sedes del SAV. Además, la entidad adjudicataria deberá informar a la Dirección de Justicia y consensuar el perfil de las personas, las condiciones y el número máximo de personas que vayan a hacer las prácticas.
- El contratista colaborará con el Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales en las actividades de divulgación del SAV.
- Por último, el contratista deberá alimentar la base de datos del SAV.
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